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			PRESENTACIÓN.  UN CONTEXTO COMPARATIVO DEL PAPEL DE LOS INDÍGENAS EN LA CREACIÓN Y LA CONFORMACIÓN DE LAS NACIONES Y LOS ESTADOS EN LA AMÉRICA LATINA DEL SIGLO XIX

			INGRID DE JONG

			Antonio Escobar Ohmstede

			La reconstrucción de las trayectorias indígenas de América a lo largo de los periodos colonial y republicano nos muestra que la emergencia de nuevos sujetos históricos no se restringe a los tiempos contemporáneos y a los movimientos sociales que en ellos tuvieron lugar (Escobar Ohmstede, Falcón y Buve 2002 y 2010). Por el contrario, ya desde el siglo XIX, la participación indígena en panoramas políticos atravesados por el desarrollo de proyectos estatales que intervenían fuertemente en sus territorios y su fuerza de trabajo se produjo de las más variadas maneras, reclamando nuevos derechos individuales y colectivos, negociando identidades y clasificaciones, recurriendo a distintas figuras de liderazgo y a diversos tipos de articuladores.

			La crisis del orden colonial y el inicio de las repúblicas dieron comienzo a un siglo XIX en el que la formación, el desarrollo y la consolidación de los estados nacionales se erigió sobre las bases de modelos liberales de participación política y económica y de extensión del estatus de ciudadanía que se concretaron de muy diversas formas según países, regiones y espacios locales. El marco desde el cual se re­construyen estas diferentes experiencias, así como los puntos de vista  y sentidos puestos en estos procesos varía notablemente según los acto­res que privilegiemos en la trama de estas complejas configuraciones.

			En este sentido, el presente libro surge del interés por reconstruir las trayectorias de aquellos pueblos y sus habitantes, construidos y definidos como “indios” desde los primeros tiempos coloniales, recons­tituidos desde prácticas estatales y a partir de sus propias estrategias de participación como actores sociales y políticos de las sociedades americanas decimonónicas. Creemos que a pesar de la complejidad de los procesos y momentos que cada entidad latinoamericana enfrentó, existieron diferentes intentos y políticas —de genocidio, integración, invisibilización y un posterior rescate de la imagen del indio del pasado— compartidos entre las bases fundadoras de las naciones, configuración central sobre la que se apoyarían las diversas tendencias y propuestas del liberalismo. Entre ellas resalta la aspiración de ir homogeneizando a las diversas poblaciones indígenas, negras y mulatas —más que con el resto de la población (Hoffmann 2010), con los ideales “civilizatorios” imperantes—, aunque sin descartar la colonización extranjera como una forma de “blanqueamiento” poblacional. Podemos contrastar, de esta manera, las principales estrategias con las que, durante el siglo XIX, y en diversos contextos, se buscó ir consolidando la anhelada homogeneización: las propuestas de igualdad jurídica, la idea de una educación cívica pero integradora, el eliminar o congregar a los grupos nómadas y seminómadas, la construcción de la ciudadanía, la circulación de la tierra y de la fuerza de trabajo y la eliminación del tributo; asimismo, las respuestas diversas a estos intentos por parte de los indígenas, cuando la desaparición de ciertas instancias intermediadoras coloniales (gobiernos, misiones, juzgados) llevó al resquebrajamiento de estructuras socio-étnicas, elemento esencial de los postulados del liberalismo, según las reinterpretaciones de sus propulsores. Las variantes fueron muchas, así como los resultados, ya que, por más que sus portavoces lo pretendieran, nunca la realidad se ajustó al discurso y al proyecto integrador y homogeneizador.

			Si partimos de la década de 1970, podemos advertir que los intentos de historiar a las sociedades indígenas y subalternas tendieron a concentrarse en temáticas que enmarcaron sucesivamente la atención académica: el foco inicial en los conflictos agrarios y en las rebeliones fue dejando lugar al papel de las instituciones religiosas (cofradías) y civiles (cabildos), a la contribución indígena en la economía y en las redes políticas implicadas en la conformación de ayuntamientos (Quijada 2008). Más recientemente, la perspectiva de los aportes de los indígenas a la conformación de estados y naciones abre enfoques tanto hacia las propuestas elaboradas “desde abajo”, como a las variadas formas de resistencia activa y pacífica hacia estos procesos, así como a las diversas escalas de negociación extendidas entre lo local y lo nacional y a la inversa (Falcón 2002). De esta manera, cobran valor aquellos análisis que privilegian las formas negociadas en las que las poblaciones indígenas se incorporaron y utilizaron los modelos de participación económica, social y política abiertos por las independencias de comienzos de siglo XIX. Este amplio panorama, con desarrollos específicos en todo el continente, alienta a la comparación y a la propuesta de ejes de análisis que se monten en el largo plazo, sin dejar de lado la comprensión de los cambios desde el plano de y las continuidades y viceversa.

			El desafío, teniendo en cuenta la orientación de las investigaciones académicas desde el último cambio de siglo, es construir perspectivas analíticas comparativas que superen los estudios puntuales (léase excesivamente localistas) e impriman un carácter regional o continental a la interpretación de los procesos sociales, como se muestra en muchos de los trabajos que integran el libro que el lector tiene entre sus manos. Contrastar e identificar orientaciones, actores y estrategias constituye una manera de profundizar en el reconocimiento de sus ejes comunes, así como de sus diferencias en distintos ámbitos nacionales y regionales de América Latina. Con base en esta idea fue que convocamos a la participación al Simposio Las poblaciones indígenas en la construcción y la conformación de las naciones y los estados en la América Latina decimonónica, que tuvo lugar en el marco del XVI Congreso AHILA, en San Fernando, Cádiz, en septiembre de 2011.

			Los historiadores y antropólogos que respondieron a la convocatoria, realizaron el esfuerzo de plantear sus temáticas desde un eje comparativo, que buscó una relación desde lo nacional “hacia abajo” o desde lo regional “hacia arriba”, que permitiera reflexionar, ya acerca de los marcos analíticos y metodologías, ya acerca de las orientaciones asumidas por las trayectorias indígenas en los procesos históricos delineados en torno a la conformación de naciones y estados a lo largo del arco temporal decimonónico. La riqueza de este esfuerzo, plasmada con una intensidad diversa de parte de cada autor, consistió justamente en intentar superar los estudios de caso (locales, mas no regionales y nacionales) e involucrar experiencias paralelas en el ejercicio de la comparación. Este propósito, obviamente, fue alcanzado en diferentes grados y con distintos acentos en cada caso, en la medida en que los temas elegidos para la comparación de procesos y el propio desarrollo de las investigaciones en torno a las sociedades indígenas, lo permitieron. Pero, sin duda, esta propuesta ha significado, creemos, el inicio de un diálogo entre producciones, investigadores y tradiciones académicas que debería intensificarse. A este objetivo tra­tamos de colaborar al publicar estos aportes. 

			Los trabajos, que han sido discutidos, modificados y adecuados entre los años 2012 y 2014, parten del eje común de situar el análisis en el marco de la relación establecida entre diversos segmentos indígenas y el orden estatal en algunos momentos clave del desarrollo de las entidades nacionales latinoamericanas. Uno de estos momentos es el de la transición de la colonia a las repúblicas, lo que conlleva una redefinición del lugar de los sujetos indígenas en las naciones y respecto de las políticas de los gobiernos independientes. El otro periodo que ha concentrado la atención de los estudios aquí reunidos se ubica en la segunda mitad del siglo XIX, etapa en que algunas naciones latinoamericanas concretaban políticas de conquista sobre los territorios que se habían mantenido con la soberanía indígena, así como una intensificación del “colonialismo interno” impulsado por los sectores altos y medios. 

			Sabemos que muchas de las demandas en contra de los procesos modernizadores decimonónicos y contemporáneos no tienen cabida en el espectro de la negociación, ya que las normas, las reglas y los principios que justifican su existencia siguen siendo reivindicados por agentes que actúan como intermediarios o promotores de reformas  y que son vistos como generadores del desarrollo, por lo que todo aquel que se oponga o se haya opuesto a este proceso es tildado de “conservador” o contrario a los “aires de la modernidad” y, a veces, carente de un sentimiento nacional, definido esto último por medio de un discurso “oficial” que ha ido permeando a los diversos conglomerados humanos. ¿Fueron los indígenas considerados dentro de esta perspectiva? Sin duda que sí, pero ¿de qué manera?, ¿cómo lograron negociaciones horizontales y verticales? y ¿quiénes participaron en estas negociaciones?

			Lo que percibimos a finales de la centuria decimonónica y a principios de la pasada, es que los ajustes y modificaciones se fueron desarrollando en la búsqueda de la definición o la redefinición de la nación y el Estado a partir de los gobiernos y sus “intelectuales”, aspecto esencial sobre todo a partir de la perspectiva de comparación de procesos en espacios sociales disímiles (Escobar Ohmstede 2010; Acevedo y Caballero 2012; Cid 2012; Irurozqui 2005). Lo que ha llevado hasta el día de hoy a varios análisis que observan las transformaciones y las continuidades en el marco de las implicaciones del neoliberalismo y la globalización. Actualmente se debate acerca de las mediaciones entre lo global y lo local o entre estado y localidad restringiéndose a una visión con características centristas que, vistas con los ojos del pasado, nos lleva a las antiguas polémicas acerca del federalismo, el centralismo, el unitarismo, las reformas políticas y económicas o la descentralización del accionar político, productivo y cultural. Sin embargo, seguimos haciendo a un lado las dimensiones espacio-temporales y a los actores e instituciones en que se implantan tales programas o reformas, pensando en los intermediarios culturales y políticos.

			Por lo anterior, la historiografía latinoamericanista ha abordado los conflictos sociales del siglo XIX como consecuencia de las transformaciones inducidas por la “modernidad liberal” decimonónica, donde el Estado-nación es un importante interlocutor de las relaciones verticales de poder, que se ven reflejadas en las modificaciones que paulatinamente se dieron en la tenencia de la tierra, en la apropiación, el acceso, el manejo y el control de los recursos naturales, en el incremento de una agricultura y una “política agraria” con tintes “capitalistas”, definiendo fronteras internas y externas, haciendo hincapié en los cambios propuestos o impuestos a los llamados pueblos de indios o campesinos, que no parecen coincidir mucho con aquellos que se formaron y conformaron en el periodo colonial. Este planteamiento puede ser válido hasta cierto punto, pero hay una serie de relaciones sociales, culturales, económicas y políticas más complejas que la reproducción de un tipo de sistema bipolar, esto es, entre los indígenas y quienes no lo son, entre los que poseen riqueza y los que carecen de ella, entre tradición y modernidad, o entre campo y ciudad y, sobre todo, donde los cortes temporales difieren entre país y país, entre región y región y entre localidad y localidad.

			Un elemento más que se debe considerar es el de las implicancias de un análisis que conduce del ámbito local/regional a una dimensión nacional. Lo que podemos considerar como la “región”,[1] no solamente es un área geográfica, sino unidades de poblamiento creadas por los hombres y en las que éstos se relacionan con el ambiente y controlan, modifican y aprovechan sus recursos (vistos como paisajes o como espacios sociales). Más que un territorio expresamente definido y delimitado, la región parece conformar un entramado de acciones humanas estructuradas (relaciones sociales) en un área geográfica determinada, aunque a veces poco definida, ¿podríamos pensar que las naciones se definen a partir de las regiones o son éstas las que van definiendo los rumbos y la estructura de la nación? Es la acción humana la que une, en principio, cada una de las regiones entre sí para formar unidades políticas, económicas y culturales más amplias, entre ellas, las naciones. Es la interacción entre región y nación (no desde la perspectiva sociológica o culturalista, sino como un concepto político, como varios de los autores incluidos en este volumen lo perciben) y por medio de diversos procesos históricos que definen a ambas a lo largo del tiempo, que se puede explicar en gran medida la interacción entre la(s) historia(s) nacional(es), la historia global y la(s) historia(s) regional(es) y local(es), no vistas como historias solamente preocupadas en análisis de procesos y momentos dentro unidades político-administrativas, es decir, no historias estatales, sino trayectorias constituyentes de espacios sociales mayores y que en su momento pueden ser comparadas.

			Con el solo concepto de región ingresamos al análisis histórico de la territorialidad en todos sus ámbitos, desde la denominada microrregión hasta Cataluña (España) y Escocia (Reino Unido), Quebec (Canadá) y Flandes (Bélgica-Holanda), “regiones-naciones” actualmente que no cuentan con un Estado propio sino que están inmersas en estados mayores. La Unión Soviética vivió al final de la Perestroika, el famoso “desfile de las soberanías” que llevó al fraccionamiento de lo que parecía ser una “unidad política y territorial”; España vivió y vive la procesión de las “autonomías históricas” y de las otras (Meyer 2007:22). La región y los diferentes conceptos que de ella emergieron, y que en muchos casos lleva a la historia local, han “forzado” a la historiografía, a la antropología, a la geografía y en general a las ciencias sociales, a intentar definirla y evaluarla de una manera constante, lo que puede superarse por medio de estudios como los que presentamos. El aspecto que parecería central, es que la región se asume como un espacio establecido, históricamente planteado y, por tanto, no necesariamente replanteado, es decir, se representa de forma espontánea como algo sacralizado que permite clasificar a los actores y componentes que se ubican en ese espacio geográfico y social. La región, como cualquier espacio, es definida tanto desde afuera como desde adentro, y aquí el papel de los individuos es básico, en el sentido de cómo ellos mismos se definen frente a agentes externos y frente a sí mismos, o cómo son percibidos desde afuera. La identidad regional —o regionalismo— está sustentada en una serie de características y símbolos, creados o recreados, que nos permite sostener que los sujetos que ahí se ubican presentan ciertos rasgos de identidad respecto de ese espacio hasta cierto punto “imaginado”, en el que, dependiendo de los intereses que se desarrollan, se produce cierto regionalismo. Si consideramos que la región no es un “ente estático” y que sus posibles límites se mueven y ajustan, no solamente en función de nuestros ojos e intereses de investigación (territorialmente y a lo largo del tiempo), sino también de los individuos que en ella viven, tendríamos que tomar en cuenta las diferencias culturales y la existencia de la plurietnicidad y/o multietnicidad. Es decir, considerar las implicancias de la diversidad en el espacio de estudio, que llevan a que los posibles “límites” político-administrativos sean sobrepasados por espacios sociales más amplios, superando los enfoques endógenos de los análisis locales e incluso nacionales. Esto nos lleva a construir un espectro lo suficientemente amplio que abarque las diversas características que los propios pobladores le dan a su espacio cotidiano.

			Una interrelación y la complejización de dinámicas internas y externas articulan diversas variantes en espacios específicos, lo que nos lleva a entender y observar las redes que se dan por medio de la articulación económica, cultural, política, clientelar y social. Tampoco hay que olvidar que lo inmediatamente conocido por el individuo es lo que será su referente mediato, como su grupo, la familia, la localidad y sus posibles vecinos. Su identidad, al menos durante el periodo colonial y el republicano, no será su pertenencia a las unidades territoriales-político-administrativas mayores (alcaldía mayor, subdelegación, intendencia, república, estado o municipio), sino su “vecindad”, su pertenencia a una unidad local menor (pueblo, hacienda, rancho, barrio, ranchería, “colonia”, “tribu”, misión, etcétera). Quizás una manera de acercarnos a lo que será lo regional (incluso especulando en escalas), sea partir de la observación de las diversas articulaciones en el ámbito de las circunscripciones locales como elementos de análisis básico, lo que nos permitiría unirlas de manera paulatina con otras formas de organización territorial. Conforme fue avanzando la modernidad político-administrativa, la categoría de “vecino” adquiriría mayor importancia, convirtiéndose en la base para definir la adscripción de los individuos a la localidad en que se encontraban asentados, creándoles de esta manera una identidad a partir de la posibilidad de participar de manera activa, como ciudadanos, en la vida política y fiscal de la localidad y, por ende, de la nación. Este aspecto no fue solamente compartido por los indígenas de diversas partes de la América Latina, sino incluso por aquellos que, como los grupos que cruzaban los Andes entre Argentina y Chile o en la Amazonía, fueron asentados en espacios diversos provenientes de lugares con escasa referencia o poco identificable de su lugar central.

			Definir una región con el fin de considerar lo local y partir de allí para avanzar en la comparación de espacios disímiles, puede involucrar muy variadas y particulares concepciones, según la tendencia teórica-metodológica desde la que parta el investigador —historiador, geógrafo, antropólogo, cronista, etcétera—, que, en muchos casos, puede no ser compartida por el ámbito académico ni por los actores que conviven en una realidad comprometida con otros espacios. Las concepciones que se tengan de un espacio social pueden llegar a ser diversas, contradictorias y hasta opuestas, según sean elaboradas por los actores propios o externos a él. Sin duda, éste es un aspecto que merece más que una introducción a un conjunto de artículos.

			Un aspecto más, que debe ser medular y al que las ciencias sociales, a diferencia de otras ciencias, se deben enfrentar, es el de la fluidez de los conceptos, además de la dificultad de definir con extrema precisión su significado. No sólo en ocasiones se contraponen con la manera en que son utilizados en el lenguaje común, sino que diferentes “escuelas” de pensamiento y teoría pueden dotarlos de significados variables. Ejemplo notable y que se presenta en muchos de los estudios, es el referente a las categorías: “raza” y “etnia”. Ambas pueden ser utilizadas en forma peyorativa y a la vez asumir sentidos reivindicativos. Sin embargo, no queremos dejar de considerar la validez que aún tienen algunos conceptos frente a la diversidad interna de nuestras sociedades. De esta manera, el éxito del concepto de “multiculturalismo”, así como el de “ciudadanía diferenciada” y “ciudadanía étnica” en torno a los diversos grupos étnicos, nacionalidades y sus territorios, ha permitido que en estos momentos estemos discutiendo acerca de la interculturalidad como un concepto que explica mucho más que los préstamos e intercambios culturales de los diversos conglomerados étnicos. Asimismo, hemos tomado del análisis de la globalización el concepto de “transnacionalismo”, con el fin de entender la explosión de nacionalidades después de la caída del muro de Berlín y la supuesta eliminación de la polaridad de las economías, así como la movilidad de los individuos de maneras interna y externa a las unidades territoriales y el paulatino debilitamiento de los estados-nación, lo que ya aparecía en los momentos en que se desarrollaba la segunda guerra mundial. 

			Sin duda, los conceptos que han abierto la discusión para entender las diversas sociedades étnicas han permitido avanzar en el análisis del papel de los indígenas y de otros grupos vistos como “pobres”, “léperos”, “marginados” o subalternos, no solamente desde la visión del propio Estado y sus grupos de poder, sino por medio de lo que se ha definido como la subalternidad en la historia cultural y social (Pérez Toledo 2012). Es así que hemos transitado desde un análisis “desde arriba” —aun contando con cortes históricos algo rígidos y, en muchos casos, con una polarización algo esquemática entre lo que es indígena y lo que no lo es—, a una propuesta que surge “desde abajo” y cruzando diversos ámbitos. Debemos seguir insistiendo en que los pueblos, sus habitantes, los grupos étnicos sin asentamientos establecidos o fijos y su historia deben ser entendidos como consecuencia de una continua interacción entre éstos y las elites y sus proyectos políticos e intelectuales, de las diferenciaciones existentes entre los mismos pueblos o entre grupos étnicos, las estructuras de los gobiernos locales y la nación y sus instancias de gobernabilidad (Irurozqui 2012; De Jong 2010; Quijada 2002a; Langer 2009; Soux 2008; Solano y Flórez 2011b). En este sentido, ¿es posible separar el plano político del cultural? 

			CAMBIOS Y PERMANENCIAS EN LA TRANSICIÓN  DE LA COLONIA A LA REPÚBLICA

			Hacia inicios del siglo XIX, las ideas liberales que acompañaron los procesos independentistas repercutieron de diversas maneras en la condición jurídica de los habitantes que hemos denominado como pueblos indígenas. En términos generales, el contenido homogeneizador de estos procesos tendió a eliminar las barreras que habían conformado al indígena como un sujeto específico en las estructuras sociales coloniales, iniciándose un proceso de reacomodo de estos sectores respecto a un modelo de ciudadanía que afectaría en los derechos políticos y territoriales mantenidos hasta entonces (Sánchez-Guillermo 2007; Escolar 2013; Quijada 1994; Pollak 2011). 

			La posible explicación de la “nación” podría llevarnos a suponer la existencia de comunidades territoriales dotadas de una fuerte identidad, un tipo de proto-nación o nación de tipo antiguo, análoga a lo que eran en la Edad Media y moderna algunos reinos europeos (Inglaterra, Castilla, Portugal o Catalunya). Sin embargo, las naciones que surgen con las independencias políticas no corresponden a una comunidad humana dotada de una fuerte identidad cultural ni territorial. No podemos negar que la Nueva España (México) había avanzado bastante en esa vía a finales del siglo XVIII; pero, paradójicamente, en la Nueva España, como en el Perú, la lealtad a la Corona española fue más importante y la independencia más tardía. De esta manera, dada la heterogeneidad étnica, cultural y social, los hombres públicos del siglo XIX no pretendían construir, en un primer momento, una nación con criterios étnicos o culturales, sino una “nación de ciudadanos”, con lo cual se creaba el efecto de unidad.[2] Precisamente el título de ciudadano aludía a los nuevos derechos políticos y económicos reclamados por algunos sectores y al mismo tiempo a una igualdad jurídica que prometía superar las tensiones resultantes de la heterogeneidad étnica, que además sería la base y el origen del poder político de una pretendida sociedad sustentada en el liberalismo. Así, se construye una personalidad interna y duradera, presente en cada individuo y en el común, preservada por fronteras extensas y supuestamente delimitadas, pero a la vez porosas y sin exactitud real, al menos hasta los últimos años decimonónicos, que actúan como protección y proyección de la nación.

			A partir de lo que implica pensar la nación desde una perspectiva de la ciudadanía, el trabajo de Antonio Escobar Ohmstede, con base en la comparación entre Bolivia, Ecuador, Colombia y México, muestra sociedades jerarquizadas con sectores desiguales, en que la ciudadanía era una especie de privilegio para los “notables” de los pueblos. Durante gran parte del siglo XIX, no hubo una universalización de la ciudadanía, sino que, por el contrario, se generó una serie de medidas para acotar a aquellos que podrían acceder a ella, con lo cual la ciudadanía se convirtió en una especie de dignificación del individuo considerado ciudadano. La vecindad, definida en todas las constituciones nacionales y estatales, nutrió a la ciudadanía y la hizo perdurable; se conformó como la que debía dar la identidad a la comunidad de ciudadanos y, a la vez, individualizó a los miembros de las sociedades diferenciándolos entre sí.

			Se inició así un periodo en el que las nuevas concepciones acerca de los derechos y deberes de los individuos en las nuevas entidades republicanas penetraron, se articularon o fueron adaptadas en diversas formas y diferentes ritmos en las estructuras preexistentes. Cabe preguntarse, entonces, hasta qué dimensión estos cambios fueron drásticos y resultaron en configuraciones nuevas y homogéneas, y en qué dimensión las medidas liberales enlazaron en los espacios locales antiguos conflictos y dieron lugar a reacomodos y negociaciones que canalizaron importantes continuidades en términos de actores y relaciones sociales de poder.

			Las características que asume el proceso mexicano conforman un referente para varios de los trabajos contenidos en este volumen, como los de Regina Celestino de Almeida y Vânia Losada Moreira, quienes desarrollan un análisis comparado con el proceso de transformación jurídica de los indios en el Brasil imperial. En México, la Constitu­ción emanada de las Cortes de Cádiz de 1812 imprimió en la prácti­ca y en la concepción de gobierno, el ideal liberal e individualista sobre la organización de la sociedad que llevó a la elite liberal mexica­na a postular la necesidad de poner fin a la separación jurídica entre indios y mexicanos mediante la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley. Se abolió el tributo que durante el periodo colonial recaía exclusivamente sobre la población indígena y mulata, y cada estado de la federación empezó a dictar leyes con el fin de dividir e individualizar la propiedad corporativa, incluidas las tierras de los pueblos indígenas.

			A pesar de las grandes diferencias entre las trayectorias de los pueblos indígenas en las Américas portuguesa y española, que constituyen un gran reto para realizar una comparación, Celestino de Almeida y Losada Moreira realizan un abordaje que ilumina con respecto a la existencia de procesos y situaciones semejantes. Como punto de partida, y siguiendo a Celestino de Almeida, debe considerarse la larga duración para analizar estos procesos. La autora remite a la necesidad de observar cómo, en diversas regiones del continente americano, los diferentes pueblos indígenas actuaron en el mundo colonial rearticulando sus identidades y culturas, afirmando sus intereses y llegando al siglo XIX reivindicando sus tierras colectivas y vida comunitaria. Estas trayectorias condicionaron, entre otros factores, las variadas estrategias con las que los indígenas reaccionaron ante las políticas integracionistas de los nuevos estados americanos desde las primeras décadas de ese siglo, que buscaban incorporarlos a sus respectivas sociedades haciéndolos ciudadanos. 

			En este sentido, la propuesta de Celestino tiene la virtud de vincular estos procesos decimonónicos con el escenario de transformación ya inaugurado por las reformas borbónicas y pombalinas en el marco de las Américas española y portuguesa. Ellas implicaron, en la segunda mitad del siglo XVIII, políticas de carácter asimilacionista con relación a los indios, representando el primer gran desafío para la continuidad de las identidades y de los derechos colectivos de numerosas comunidades indígenas. El objetivo de promover una integración más estrecha de los indios con las sociedades coloniales en las que se insertaban, acompañó los cambios en las legislaciones de estos espacios que, pese a sus diferencias, tendían a igualar al indio a la condición de los demás súbditos de las coronas. Tanto en uno como en otro espacios, los indios habían resistido aquellos aspectos de las nuevas políticas que afectaban sus derechos colectivos, basándose en especial en los adquiridos por la condición de indios aliados a la Corona. Desde estos antecedentes, Celestino de Almeida propone un análisis comparativo del proceso de incorporación de los indios a los nuevos marcos jurídicos decimonónicos, considerando sus actuaciones en las antiguas aldeas de Río de Janeiro y las parcialidades de San Juan Tenochtitlán y de Santiago Tlatelolco, vinculadas a la ciudad de México. Las resistencias y negociaciones indígenas ante las políticas dirigidas a la eliminación de las aldeas indígenas y su reemplazo por villas en el caso del espacio colonial portugués son comparadas con las estrategias desarrolladas por las parcialidades en México.

			En estos dos ámbitos, y pese a las diferencias en el contenido de las legislaciones que afectaron a los indígenas, los ritmos de su instrumentación y el diverso margen de negociación de las poblaciones afectadas, estos procesos muestran la resistencia de sus moradores a propuestas de igualdad que implicaban pérdidas significativas en lo tocante a sus derechos comunitarios. La recurrencia a las herramientas judiciales por parte de los habitantes de las comunidades revela el interés por mantener el control colectivo de las tierras y los recursos financieros, al mismo tiempo que la defensa de una distinción identitaria que, aunque respondía al proceso de dominación colonial, implicaba garantías y derechos colectivos de los indígenas. Con acierto, la autora inscribe estas acciones en un heterogéneo abanico definido por trayectorias históricas, condiciones locales, contextos temporales y coyunturas dadas por los vínculos desarrollados entre indios y no indios, puestos de liderazgo, tramas de relacionamiento, etc., demostrando el carácter dinámico y variable de estas actuaciones, que obligan a desprenderse de la fácil generalización y la atribución de respuestas políticas unívocas a sectores sociales que estaban lejos de ser bloques homogéneos. La maleabilidad de los sentidos asociados a la condición de indígena se observa en su uso estratégico en el marco de disputas que, si bien intentan preservar derechos e intereses históricos, muestran la apertura hacia las posibilidades formales de igualdad que ofrecen los nuevos órdenes jurídicos basados en las consignas liberales.

			Este punto resulta crucial en cuanto a la necesidad de des-esencializar las categorías sociales que empleamos en nuestros enfoques, atendiendo a la historicidad de las clasificaciones y la fluidez con las que, dentro de determinados horizontes, los habitantes de las poblaciones pueden transitar por medio de diversas adscripciones étnicas y políticas. Fluidez y manipulación desde y hacia la condición étnica de indígena y desde y hacia los marcos jurídicos coloniales y liberales que no sólo fueron emprendidas por las poblaciones que consideraríamos “indígenas”. Es quizás en este punto donde el trabajo de Losada Moreira continúa el de Celestino, al dar lugar a las clasificaciones que canalizaron la aplicación de las leyes de desamortización de tierras en México y Brasil en la segunda mitad del siglo XIX. 

			En su capítulo, Losada Moreira desarrolla un análisis comparativo entre el México republicano y el Brasil imperial que apunta a identificar los objetivos políticos subyacentes a las leyes agrarias instrumentadas en estos países, en especial al lugar que toman los indígenas en los proyectos nacionales conformados al ritmo de los procesos de desamortización de las tierras comunales. La comparación alienta a la autora a buscar en las similitudes y diferencias entre estos procesos, nuevas posibilidades interpretativas, así como a poner de relieve aspectos que de otro modo hubieran permanecido opacados. En este sentido, y en primer lugar, destaca que los procesos de “nacionalización” y “ciudadanización” de la población indígena en México y Brasil pueden considerarse más cercanos a una imposición estatal sobre estas poblaciones, que a una reivindicación proveniente de ellas. Sin embargo, y aunque se trató de un proceso político e ideológico que operó primero “desde arriba”, ello no excluye que los actores indígenas se hayan apropiado del vocabulario político de la época, utilizándolo según sus propios intereses y proyectos. Esta perspectiva es la que guía el análisis de los procesos de desamortización y privatización de las tierras indígenas que tiene lugar en ambos marcos nacionales desde mediados del siglo XIX, a partir de la sanción e instrumentación de las leyes agrarias promulgadas en ambos países en la década de 1850 (Ley Lerdo de 1856, en México; Ley de Tierras de 1850 y sus reglamentos de 1854, en Brasil). Estas leyes sucedían a una etapa de municipalización de los pueblos indígenas en México durante la primera mitad del siglo y a la transformación de los aldeamentos iniciada ya en el Brasil colonial, como comentamos anteriormente.

			Aunque con objetivos similares dirigidos a fomentar un mercado de trabajo y de tierras, estas leyes agrarias tuvieron características diferentes y enfrentaron obstáculos de distinto orden. La propiedad corporativa, objeto junto a la propiedad comunitaria de las políticas dirigidas a la desamortización de tierras comunales en México, no tuvo la misma centralidad en Brasil. Cabe resaltar, en contraste con el caso mexicano, la prioridad que tuvo en las políticas estatales de Brasil, la creación de fuerza de trabajo que reemplazara la mano de obra esclava, lo que convirtió la desamortización de tierras indígenas en un instrumento para crear una población “libre de tierras” —apta para alimentar un mercado de trabajo agrícola en expansión— más que la consolidación de un campesinado independiente. En este marco, y en contraste con las alternativas encontradas por algunos sectores indígenas de México para mantener la posesión y la propiedad de la tierra —como los condueñazgos y sociedades agrícolas, aun cuando también simulaciones de ventas—, las necesidades de la estructura agraria brasilera imprimieron a la política de desamortización de las tierras indígenas una presión disociativa sobre las comunidades, que repercutió en la profundización del proceso de “nacionalización” y “ciudadanización” de los indios. Estas políticas tuvieron por objeto central, en el Brasil imperial, las áreas de aldeamentos indígenas, donde residían indios considerados “resocializados”. A estos sectores considerados ya “civilizados”, se les aplicó el nuevo cuerpo normativo: se les impuso la condición de “brasileños” y se dispuso la desamortización de las tierras colectivas de las villas y los aldeamentos. Sólo a aquellos indios considerados “bravos” les fue reconocido, según Losada Moreira, el derecho a las tierras en tanto indígenas, por lo que se promovió la conformación de aldeamentos como paso previo y necesario a un proceso de resocialización. Los indios que habitaban las villas y los poblados multiétnicos desde etapas coloniales, de este modo quedaron mucho más vulnerables a los procesos de individualización de la propiedad, aunque la aplicación de esta política diferenciada y la clasificación de las poblaciones indígenas entre “bravos” y “resocializados” quedaron, en muchos casos, supeditadas a las circunstancias y las redes locales de poder.

			Al considerar esta comparación entre el caso de México con el de Brasil, encontramos en el análisis que presenta Dolores Palomo con relación a Chiapas (México) y El Salvador, una interesante contraposición. La historia, en este caso entre Chiapas y El Salvador —aunque Guatemala siguió un proceso similar— fue diferente en los tiempos y en las reacciones de los pueblos. En Chiapas, diferentes leyes con tendencias liberales a lo largo del siglo XIX fueron convirtiendo la propiedad comunal en privada, lo que permitió que un número cada vez mayor de población ladina accediera a las tierras de los pueblos. Lo que sí quedó protegido por la legislación decimonónica fue la existencia de los ejidos, aspecto esencial que aún amerita estudios a partir de las diversas cohortes históricas desde el siglo XVI hasta el XX (para el caso argentino, Banzato 2013 y Barcos 2013). Los abusos y la usurpación de tierras de los pueblos provocaron enfrentamientos que desembocaron en pleitos y juicios que tuvieron entre sus protagonistas a los ayuntamientos, a veces en defensa de los intereses de los pueblos y en otras ocasiones provocando enconados pleitos con la población indígena, sobre todo en los municipios ladinizados. Las controversias también ilustran las diversas formas de defensa que los in­dígenas idearon para proteger sus intereses, bien fueran comunales o bien particulares, por medio de acciones colectivas o individuales y, en muchos de los casos, aprovechando el espacio que la legislación, la justicia y las instituciones les proporcionaban, sin omitir el importante papel que tuvieron las “autoridades tradicionales” en algunos de estos procesos. En El Salvador, la producción del añil en la década de 1830 trajo aparejado un intento de privatización de tierras comunales y ejidales a favor de los grandes hacendados, situación que generó una ola de rebeliones. Sin duda, un proceso semejante al ocurrido en varias partes de México cuando las tierras comunales indígenas enfrentaron su privatización para ser utilizadas para el cultivo de productos agrícolas con alto valor comercial (Kuntz 2010). Sin embargo, ante la competencia internacional, las autoridades comenzaron a cambiar el tipo de cultivo y en la década de 1840 se inició el del café, que alcanzó su auge en la década de 1880. Estos cambios en la producción fueron los que motivaron las verdaderas transformaciones en la tenencia de las tierras, pues las más aptas para su cultivo coincidían justamente con las ocupadas por las comunidades indígenas.

			Con la producción de café iniciaron las coincidencias entre Chiapas y El Salvador, si bien no podemos dejar de lado a Guatemala que casi siguió el mismo camino. La importancia del café justificaba la expropiación y la privatización de las tierras comunales en 1881 y del sistema ejidal en 1882. Las circunstancias fueron diferentes, pero el argumento fue el mismo que se utilizó en México en 1856 para consolidar la privatización de tierras corporativas, tanto civiles como eclesiásticas. Pero los antecedentes de rebeldía de los salvadoreños se perpetuaron en el último cuarto del siglo XIX y primeras décadas del XX hasta la gran matanza de 1932. Sin embargo, ésta es sólo una de las perspectivas historiográficas, la que podríamos llamar “tradicional”. 

			Sírvanos lo mencionado por Celestino de Almeida, Losada Moreira, Palomo y Sala i Vila (sobre el Perú) para explicar lo que hay de trasfondo en las denominadas políticas agrarias promovidas por el liberalismo y que se refleja en el acontecer político y social de los pueblos indígenas en América y que, en términos de procesos y sus posibles resultados diferenciados, nos permite la comparación. Para muchos países de América Latina e incluso de España, el siglo XIX iba a ser testigo de un auténtico cuestionamiento a los patrimonios considerados como corporativos, que se trataría de saldar con la titulación de muchos de los espacios agrarios, lo que a su vez impulsaría la homogeneidad y la eficiencia fiscal, ya que todo propietario debería pagar impuestos sobre sus tierras (Irurozqui 2012; Samudio 2012; Solano y Flórez 2011a). Hay que considerar que hubo diferencias en cómo se desarrollaron las desamortizaciones en México y en los Andes: en el primer caso, y aun hasta entrado el siglo XIX, el tributo indígena se fijó como un pacto entre la Corona española, primero, y los países independientes luego, con los indígenas, a cambio de reconocer y proteger su propiedad; no obstante, hay que considerar que no todos los indígenas eran campesinos, lo cual permitiría matizar la idea del pacto tributario republicano. El tributo fue durante varias décadas el ingreso principal en los Andes, aspecto que se modificó con el guano, en el caso del Perú, lo que impulsó en la década de 1860 procesos de eliminación de las tierras comunales, así como la explotación del cobre y la caña de azúcar en Bolivia (Soux 2008).

			Bolivia se asemeja al caso peruano, ya que el tema de las tierras surgió de la necesidad de reformar el sistema de la Hacienda Pública y de ingresos del gobierno en la década de los cincuenta del siglo XIX y como parte de los intentos continuos de sustituir el cobro de los diezmos por impuestos al capital y no a la renta. Es decir, las discusiones respecto a los ingresos del gobierno condujeron de una manera inmediata al asunto de la contribución indígena y a su “injusticia”, lo que derivó en examinar la situación de la propiedad de las tierras en las comunidades. No fue hasta principios de la década de 1870 cuando se fortaleció la idea de la desvinculación, así como una abierta necesidad de extinguir a las comunidades. El objetivo era otorgar al indígena la propiedad con todos sus derechos divisibles, enajenables y transmisibles. Pero hasta el 5 de octubre de 1874, de acuerdo con la Ley de Ex-Vinculación, se empezó a reconocer el derecho de los indígenas a sus posesiones y se les otorgaron títulos de propiedad. De esta manera, cada terreno se sujetaba a un pago o impuesto territorial.

			Lo acontecido en México, Perú, Brasil y Bolivia cuenta con algunas semejanzas en Venezuela cuando, durante la primera mitad del siglo XIX, se pretendió privatizar las tierras de las comunidades indíge­nas con la intención de incrementar la población por medio de la co­lonización (Samudio 2012). Con la Ley de Baldíos de enero de 1852 se reconocieron las tierras baldías existentes con el fin de que fueran vendidas y, de esta manera, incrementar los ingresos de un debilitado erario; fue una vía legal que el propio gobierno utilizó para declarar baldías las tierras de los resguardos indios, sin dar ninguna indem­nización o pago, ya que las distintas autoridades esgrimieron diversos conceptos jurídicos acerca de lo que implicaban la tierra baldía y el ejido.

			En síntesis, la profundidad de los reacomodos en los países latino­americanos dependía en gran parte de la manera en que se iban articulando los espacios, tanto nacionales como regionales, de cada uno de ellos. Por ejemplo, entre las décadas de 1850 y 1860, Argentina atravesó por una serie de conflictos locales para instrumentar políticas nacionales y reformas fiscales que se orientaron a conciliar, aunque relativamente, los intereses de los grupos de poder regionales (Bragoni y Míguez 2010). Con respecto a Brasil, las reformas liberales durante los gobiernos moderados de los Saquaremas y la conciliaçâo a principios de los cincuenta decimonónicos, se limitaron mayormente a la abolición del comercio esclavo y a una reforma agraria, más que nada porque los grupos regionales de poder estaban anclados en la esclavitud, como bien lo han mostrado los estudios que forman parte de este libro. 

			Por otra parte, el Perú no tuvo una ley como la mexicana de 1856, o las leyes bolivianas de 1866 y 1874, o los esfuerzos de privatización de las tierras municipales y comunales de El Salvador en los 1880, que fomentara una fuerza de trabajo libre y sin coacción por parte del gobierno para las fincas cafetaleras; en Guatemala, las leyes de mandamiento de 1870 y posteriores sí permitieron utilizar la fuerza para el reclutamiento de los brazos necesarios para las fincas. Sin embargo, es de destacar que aun cuando en varios países se presentaron reformas casi idénticas, los sentidos que podían tener y sus consecuencias fueron distintos.

			Con relación a lo anterior, el trabajo de Romana Falcón resalta justamente el peso de los espacios locales de poder y de las características que rodean cada contexto regional para abordar el análisis del papel que desempeñan los jefes políticos en Guatemala y México durante la segunda mitad del siglo XIX. El foco en el papel de estos funcionarios, que integraban el engranaje de la dominación colonial y cuya función continuó siendo habilitada en las estructuras políticas nacionales de muchos países de la América hispana, le permite a la autora acercarse a las formas concretas mediante las que se fueron aplicando, resistiendo y negociando las políticas públicas y los aparatos normativos ligados a la conformación de una estructura agraria y un funcionamiento estatal según el ideario liberal. 

			De hecho, un rasgo común a los jefes políticos, más allá de las variaciones implicadas en los diferentes contextos nacionales e incluso las distintas regiones en su interior, fue su funcionamiento como eslabones o articuladores —posiblemente como intermediarios políticos o culturales— de aquellas nuevas políticas dirigidas, ya sea adecuar a la población campesina a los requerimientos de mano de obra de los procesos productivos, ya a concretar los procesos de subdivisión y privatización de la propiedad colectiva. Éste es uno de los puntos de contraste en los panoramas guatemalteco y mexicano descrito por Falcón, en tanto el desempeño de las jefaturas políticas en Guatemala se asoció a fuertes atribuciones para extraer de las poblaciones campesinas la fuerza de trabajo requerida estacionalmente en la producción cafetalera. Este rasgo, similar al de la región mexicana de Chiapas, diferenció la actuación de los prefectos en el panorama mayor de México, donde su función se ligó en mayor medida a favorecer las transformaciones en la propiedad y el uso individual de tierras y otros bienes naturales. 

			Los jefes políticos pueden ser vistos, así, como figuras multifacéticas, con gran capacidad de generar relaciones clientelares a partir de las numerosas instancias de poder que conllevaban sus roles electorales, militares y hasta jurídicos. Sus vínculos con las elites regionales y su participación en las empresas agroexportadoras los convirtieron en actores comprometidos con la dirección de las políticas diseñadas por el Estado. El roce de estas autoridades con los indígenas asumió con frecuencia un discurso basado en el deber de sacarlos del estado de “miseria” e “ignorancia” para integrarlos a la “civilización” y al “trabajo”. Pero la necesidad de preservar, hasta cierto punto, la estructura socioeconómica de los pueblos de indígenas de las presiones del reclutamiento de trabajadores llevó en Guatemala a que estos mismos funcionarios limitaran, en algunos casos, el alcance de las levas; así como en México a reconocer a los pueblos y municipios el derecho a litigar como actores colectivos en el aparato de justicia, poniendo límites al proceso de privatización estimulado por los principios liberales.

			Se trata, pues, de un periodo en el que las fuertes demandas de la producción capitalista y los proyectos de transformación de las entidades corporativas y de los privilegios coloniales chocan con una estructura social compleja y con la misma resistencia de los sectores indígenas y campesinos en general. La estrategia analítica de la autora pone de relieve la forma en que estas contradicciones se expresan en las ambigüedades y tensiones que rodean la actuación de los jefes políticos y sus relaciones con los grupos subordinados, así como las formas abiertas y encubiertas que asume la resistencia de las poblaciones a las presiones de estos funcionarios. A pesar de las dificultades que supone su identificación en las fuentes, Falcón destaca el plano de la resistencia subalterna, en sus diferentes y limitadas formas de expresión, como una dimensión presente de las relaciones de poder local y del ejercicio político de las jefaturas. Las negociaciones continuas, formales e informales, constituyeron un filtro por medio del cual estos funcionarios se vincularon y transformaron las condiciones de vida de diversas clases, estratos y grupos pueblerinos. Ello permite entender aquellas situaciones en que estos jefes, pese a sus amplias prerrogativas y a los abusos que a menudo dieron lugar, actuaron de formas divergentes y apoyaron en ciertas coyunturas las demandas  de los derechos comuneros en contra de hacendados, o intentaron suavizar el trato hacia los jornaleros en las plantaciones guatemaltecas. Las condiciones locales, las presiones logradas por las resistencias populares, así como las contradicciones que la propia legislación acarreaba a la sustentabilidad de las poblaciones, permiten comprender la gama variada de actuaciones de estos funcionarios como articuladores e intermediarios situados, en términos de la autora, en una “zona de transacción” entre fuerzas opuestas.

			Un espacio diferente de articulación e intermediación es explorado en el trabajo de Lorena Rodríguez, dedicado a analizar la actuación de los “apoderados” de las comunidades del norte argentino durante la primera mitad del siglo XIX. Rodríguez enfoca el caso de las comunidades de Colalao y Tolombón, de la jurisdicción colonial y actual provincia de Tucumán (Argentina), proponiéndose analizar las transformaciones acaecidas con la institución caciquil desde finales del siglo XVIII y el surgimiento durante la primera mitad del XIX de un nuevo tipo de articuladores o mediadores: los apoderados. Constituyen éstos nuevas figuras en el panorama social inaugurado con posterioridad a la independencia, que abren interrogantes acerca de las continuidades y rupturas respecto a los líderes étnicos y políticos tradicionales que los antecedieron, así como hacia el papel asumido por ellos en las continuidades y resistencias comunitarias con respecto a las nuevas disposiciones jurídicas para los pueblos de indios.

			De acuerdo con la autora, la incorporación de las ideas liberales supuso cambios radicales en las provincias del Río de la Plata, en la medida en que en los primeros años revolucionarios se dio por extinguido el tributo, se derogaron la mita, el yanaconazgo y el servicio personal y se declaró a los indios de todas las Provincias Unidas como hombres libres y en igualdad de derechos con los demás ciudadanos. Estos cambios involucraban también la supresión formal de las autoridades étnicas que representaban a las comunidades en el periodo colonial. En estas circunstancias, las comunidades ensayaron nuevas formas de representación que respondieran al nuevo marco de ideas liberales, pero que también debieron ajustarse, no sin conflictos, a la legitimidad derivada del orden comunitario. Dentro de un heterogéneo panorama, algunas comunidades, como las de Colalao y Tolombón, lograron preservar sus tierras comunales y pervivir más allá de la segunda mitad del siglo XIX. El curso de este proceso implicó importantes transformaciones en la delimitación de las comunidades y de los criterios con que se legitimaba la pertenencia comunitaria. En estos cambios intervinieron de forma activa los apoderados de la comunidad, por lo que si bien su rol marca una distancia respecto a las figuras de autoridad tradicional y abre un espacio para nuevas formas de legitimar la representación de los pueblos, también se advierte que estos nuevos mediadores constituyeron un eslabón de continuidad de la organización comunal en un periodo de grandes transformaciones.

			En las primeras décadas del siglo XIX y en el marco de litigios llevados adelante por los pueblos para defender tierras clasificadas como “baldías” o “fiscales”, o en respuesta al reflotamiento de antiguos pleitos coloniales, la formalización de la figura de los apoderados —en la forma colegiada—, plantea continuidades y distancias respecto de las antiguas autoridades étnicas. Como administradores de los bienes de la comunidad arrendaban los terrenos y representaban a sus integrantes en los pleitos por tierras que la comunidad sostenía desde el periodo colonial. La elección de estos funcionarios dependía de sus conocimientos de lectoescritura y experiencia en las cuestiones legales, pero también de sus vínculos en una red de relaciones con los miembros de los poderes locales. 

			En la búsqueda de los puntos de contacto y contraste con otras experiencias latinoamericanas, Rodríguez realiza un intento comparativo basándose en la producción existente acerca del tema en Bolivia y Ecuador. Entre aquellos aspectos que se asemejan en estos procesos, la autora destaca el carácter de mediadores o articuladores de estos nuevos funcionarios, que asumen en los contextos bolivianos y ecuatorianos la denominación de “apoderados caciques”, “hilacatas” y “tinterillos”. Los principales contrastes se vinculan con las fuertes continuidades que en los casos de Bolivia parecen terminar asumiendo los apoderados respecto a figuras de autoridad tradicionales. En este sentido, los apoderados elegidos entre funcionarios coloniales de segundo orden —apoderados caciques o hilacatas— aparecen como actores fuertemente ligados a la defensa de las tierras y al restablecimiento del pacto colonial por medio del tributo. Los casos descritos para Ecuador son distintos, ya que si bien los tinterillos parecen haberse desempeñado como representantes de las comunidades indígenas, esta función habría recaído en mestizos de un estatus socio-étnico distinto al de los indígenas, quienes terminaron por interferir en la capacidad de representación propia de las comunidades.

			Los elementos surgidos del análisis de los ejemplos tucumanos ubican estos casos en un término intermedio respecto de los modelos surgidos de los casos de Bolivia y Ecuador (Bretón 2012). Su seguimiento proporciona indicios variados que hablan tanto del papel de estos intermediarios en el resguardo de los bienes e intereses colectivos, como de su participación, en el largo plazo, en la introducción de cambios que favorecieron el fraccionamiento de la propiedad y la disgregación comunitaria. La frecuente ambigüedad y la tensión que rodean a la relación entre estos mediadores y las comunidades sugiere la importancia que podía tener su pertenencia a las comunidades, pero también su rol en la subdivisión y el fraccionamiento de las tierras colectivas, en un marco regional en el que la eliminación definitiva del tributo restaba un recurso importante para ejercitar la defensa del estatus comunitario. La comparación de los casos analizados con las características de las figuras de representación comunitaria surgidas en este periodo en otros países andinos es un primer paso para avanzar, según la autora, en la interpretación de este tema, que tiene aún un escaso desarrollo en la historia argentina, iluminando las posibilidades aún abiertas en un periodo de transición.

			ACCIÓN Y REACCIÓN INDÍGENAS  ANTE UNA “SEGUNDA CONQUISTA”

			Los procesos de nacionalización y ciudadanización tomaban en la segunda mitad del siglo XIX en algunas regiones americanas formas bastante distintas a las que venimos comentando hasta aquí. Nos referimos a los espacios que habían permanecido como zonas de frontera desde los primeros tiempos coloniales, vinculando a las poblaciones hispano-criollas e indígenas con diversas configuraciones de paz y conflicto. Muchos de estos espacios fronterizos, construidos ideológicamente como “frontera internas” en territorios considerados soberanos (Roulet 2006), fueron eliminados hacia finales de siglo mediante políticas militares de ocupación de los territorios indígenas, a las que sucedieron prácticas dirigidas a administrar estos territorios y a definir los marcos de exclusión e inclusión de sus habitantes originarios dentro de fronteras ahora nacionales. 

			Sin duda, aquí entraría una larga discusión acerca de lo que implica hablar de la “frontera”, pero vale subrayar que en lo que respecta a Argentina y Chile, también lo podemos observar casi como una excepcionalidad “norteña” en México (norte de México y sur de Estados Unidos) que se fue construyendo como contestataria a la poca actividad de la ciudad de México. Sin embargo, en aras de la comparación, debemos pensar que el progreso de cada una de las entidades norteñas mexicanas fue la encarnación de un proyecto deliberado de sus propios grupos de poder, elites o facciones, cuya única arma política era su clarividencia en el sentido de qué hacer con los indígenas y sus terrenos y cómo poblar un territorio que se volvió de transición en el siglo XIX.

			De esta manera, se va re-delineando y re-construyendo, junto con la idea de frontera, la dicotomía civilización/barbarie y, por tanto, la representación de diversos cuerpos sociales como conformando una especie de “cuerpo autónomo”. No obstante, esta idea dicotómica constituyó una construcción que habilitó a los grupos de poder y a las elites prácticas y discursos para avanzar sobre estas “fronteras de guerra”. Así, la guerra se convirtió, no solamente en una forma de acceder al poder estatal y a los recursos de las entidades, sino en un arma política de negociación con los diversos gobiernos federalistas, centralistas, liberales, conservadores e imperialistas en México, papel que se contrapone al escaso protagonismo que las historiografías nacionales y liberales le han otorgado a las áreas de frontera en el proceso de construcción de las naciones y los estados decimonónicos.

			A la par, debemos considerar que durante el siglo XIX mexicano se dio una serie de cambios de identidades en las fronteras debido a los diversos procesos y momentos históricos en que se fue conformando, de manera “natural” o artificial, principalmente en el momento y posterior a la guerra de los cuarenta entre México y Estados Unidos, aspecto que reajusta las visiones dicotómicas. De esta forma, podemos entender las “fronteras” como espacios porosos y permeables y con un amplio abanico de influencias culturales e intercambios (Quijada 2002b), donde muchos de los imaginarios heredados del periodo colonial continuaron en las estructuras mentales de muchos de sus actores sociales, así como en ciertas formas de organización político-militar (milicias, capitanes generales, territorio). 

			Si se observa el proceso desde varios miles de kilómetros al sur del continente, las acciones de extensión y ocupación de tierras indígenas han sido consideradas en la historiografía de países como Argentina y Chile, como una etapa de culminación en la consolidación territorial e institucional de los estados naciones (Bohoslavsky y Godoy Orellana 2010; Pedrotta, Lanteri y Duguine 2012). Si bien esta afirmación en nada difiere con cómo se concibieron las diversas fronteras latinoamericanas, el foco en las características asumidas por los procesos de expansión territorial sí marca diferencias sustanciales. En torno a la reconstrucción de estos procesos giran algunos de los trabajos aquí publicados, que abordan distintas dimensiones de las relaciones entre indígenas y configuraciones nacionales antes, durante y posteriormente a la conquista de los territorios de Pampa, Patago­nia y Araucanía. Constituyó ésta una “segunda conquista”, en términos de que requirió, al igual que la primera que la precedió en tres siglos, la erección de fronteras culturales y sociales que habilitaran transitar estos “límites” y transformar a un “otro” considerado como un obstáculo para la consolidación de las naciones (Boccara 2003). Esta segunda conquista se emprendió ya, no con la causa religiosa, sino como una lucha contra el “salvaje” en nombre de la “civilización”, la que legitimará las acciones de expansión sobre los “desiertos”, cuyos habitantes serán concebidos como “intrusos” en su propio territorio (Pinto Rodríguez 1996; Roulet y Navarro Floria 2005).

			Las representaciones del espacio fronterizo, reforzadas por los conflictos generados a partir del acelerado avance estatal sobre los te­rritorios y poblaciones de las Pampas y la Araucanía, contribuyeron a excluir de las historiografías nacionales la reconstrucción de los procesos de larga duración que canalizaron las relaciones y estrategias fronterizas de sectores indígenas y gobiernos nacionales desde inicios del periodo independiente. Los “parlamentos” y los “tratados de paz”, en tanto dispositivos de comunicación diplomática habían constituido, inicialmente en la Araucanía y luego también en las Pampas, el espacio institucional que había dado cauce a las relaciones interétnicas des­de los primeros siglos de presencia colonial. A reconstruir, comparar e interrelacionar estos procesos de relaciones fronterizas se dedica Ingrid de Jong, en su trabajo aquí presentado, apuntando a destacar tanto el protagonismo del plano diplomático en la dinámica de estos espacios fronterizos, como la necesidad de enfocar la interrelación histórica de las Pampas y la Araucanía en tanto componentes de un ámbito regional definido por la extensión de relaciones de alianza político-comercial entre indígenas independientes y hacendados y comerciantes criollos, habilitadas por la circulación secular de personas, ganado y otros bienes por la cordillera de los Andes. La mirada comparativa, en este caso, trasciende el objetivo de identificar los rasgos similares y contrastantes entre espacios fronterizos que se desarrollaron y entraron en crisis en temporalidades paralelas; responde también a la necesidad de vincular procesos e identificar los puntos de condicionamiento mutuo entre ellos. 

			Estos procesos de negociación diplomática habían articulado los intereses económicos a través de las fronteras y canalizado importantes transformaciones políticas en las sociedades indígenas, las que tanto al oriente como al occidente cordillerano condicionaron de manera activa el avance estatal en sus territorios. En este marco, la participación indígena en relación con los estados es resaltada a partir de la constatación de una intensa actividad diplomática desplegada desde los cacicazgos y “secretarías letradas” indígenas (Vezub 2009; Pávez Ojeda 2008). Los caciques principales, devenidos en articuladores diplomáticos, vinculaban lógicas políticas y sociales estatales e indígenas que mantenían, después de tres siglos de vida fronteriza, principios notablemente contrastantes en relación con la gestión del poder y la legitimidad de los representantes políticos. Fortalecieron su rol de representación respecto de sus unidades políticas a lo largo del siglo XIX y se ubicaron en las últimas décadas de la frontera como negociadores en un terreno ambiguo que podía pendular entre la guerra fronteriza y la relación clientelar. El trabajo apunta, finalmente, a destacar la continuidad de las prácticas diplomáticas en las estrategias ofensivas de los estados argentino y chileno en los territorios indígenas y a plantear en la agenda de investigaciones futuras, la necesidad de estudiar a fondo la perspectiva política desde la que los indígenas participaban en las relaciones diplomáticas y desde la que organizaban y concebían la resistencia a la ocupación de sus territorios. La reconstrucción del empleo simultáneo de razzias militares y estrategias de negociación en el marco de las campañas estatales de ocupación lleva a la autora a considerar a los parlamentos y los tratados de paz como “dispositivos de poder” (Boccara 2003) empleados con éxito en la fragmentación de las alianzas indígenas locales y transcordilleranas que llevaron a los indígenas a organizar y presentar resistencia a los ejércitos nacionales. Pero también la dimensión de la organización política indígena —influida y dependiente de los recursos económicos y políticos obtenidos con base en el vínculo con los agentes estatales, pero al mismo tiempo fuertemente marcada por la segmentalidad (Bechis 2008)— debe ser considerada al reconstruir los procesos de resistencia indígena a la ocupación de sus territorios. El carácter segmentado y heterogéneo con el que estos sectores desarrollaron sus iniciativas políticas y negociaron su situación en este crítico contexto respondía a los rasgos estructurales de la lógica política indígena; al mismo tiempo fueron oportunistamente aprovechados por los funcionarios militares que hicieron de la diplomacia selectiva un instrumento para la ofensiva estatal sobre la soberanía indígena.

			No debemos dejar de lado, con base en lo que se ha ido mencionando en términos de las fronteras “externas” e “internas”, que gran parte de la formación y el desarrollo de los estados nacionales latinoamericanos estuvo estrechamente relacionada con la etnicidad, aun cuando el concepto en sí mismo fue difuso. La construcción de la nación se basó en un simbolismo cultural y étnico, sustentándose en el significado que se le daba desde los sectores altos y medios como una forma de reivindicación y de contraste hacia el “otro”. Sin embargo, la etnicidad se constituyó como una estrategia para ciertos grupos indígenas, es decir, representó el producto de una elección consciente de un grupo de personas para alcanzar ciertos objetivos sociales, quizá semejante al resto de los grupos, pero donde el estigma de la diferenciación parecía marcar su relación con la “sociedad mayor”. Los nuevos estados “centralizadores” incorporaron elementos del simbolismo étnico y cultural preexistente en su “nuevo” nacionalismo. Desde esta perspectiva, la etnicidad, igual que el Estado-nación, son realidades que se van construyendo y reconstruyendo a lo largo del siglo XIX y cuya culminación “extrema” se da a partir de la consolidación de un ideal nacionalista, como lo podemos observar en Bolivia, Colombia, Chile, Guatemala, México y Perú, entre otros.

			Los intentos de mostrar la “construcción” de una nación parecen no concretarse en la realidad del siglo XIX en varios sentidos. Básicamente, lo que estamos observando es que según los momentos históricos, la concepción de una nación de ciudadanos domina los discursos acerca de la nación cultural, sobre todo cuando se dan momentos de enfrentamientos con países limítrofes, es decir, cuando se reivindica la “comunidad de intereses” de todos los nacidos en una “nación”. Sin embargo, en el siglo XX la población indígena se convirtió en el símbolo de la identidad latinoamericana, siendo el indigenismo un fenómeno intelectual típicamente latinoamericano, lo que llevaría a pensar que la nación se construyó a partir de esa imagen y ese discurso. En este sentido, es en torno a la construcción de la “nacionalidad”, la nación y el sentimiento nacional en México, Guatemala, El Salvador, Perú y Brasil en la primera mitad del siglo XX, que surgen discursos, que en algunos casos parecerían mitos, fundadores de la nacionalidad cuyos transformaciones e impacto en las sociedades son posibilitados por la imprenta, la alfabetización y la escolaridad en masa, en donde los intelectuales fungen como “mensajeros” o “autoridades” para la construcción del discurso nacional, unificador e indigenista. De esta manera, un aspecto esencial al mirar las políticas estatales del siglo XIX y las primeras décadas del siglo XX es poder distinguir entre las políticas racistas concretas y que eran dirigidas a la represión e incluso a la destrucción de las poblaciones indígenas y, por el otro, observar de manera detenida los intentos menos prejuiciados de crear formas de coexistencia y políticas inclusivas, aunque no se puede negar su carácter asimilacionista. Todo ello en el contexto de la (re)construcción de los estados y las naciones a mediados y finales del siglo pasado. En este sentido, el Estado no es una entidad, un agente o una relación por encima de la sociedad, que rebase a las autoridades y sus pretensiones legitimadoras. Lo que realmente existió y se fue concibiendo en el siglo XIX, fue una serie de prácticas e instituciones de gobierno, así como una idea proyectada del Estado y, hasta cierto punto, asumida, aceptada y validada por los diversos grupos sociales, aspecto que cambia a finales del siglo XIX cuando se crea la concepción de una nación cultural sustentada en el mestizaje, la asimilación, el genocidio y la homogeneización del “otro” a patrones considerados como “civilizatorios”.

			En este marco histórico se inscribe el trabajo de Gabriela Pellegrino dirigido a identificar el lugar de la escritura y de los mediadores letrados en las relaciones de poblaciones indígenas con el gobierno argentino de la segunda mitad del siglo XIX, realizando una comparación con situaciones contemporáneas de mediación letrada entre indígenas y gobiernos estatales en el suroeste de México. Este propósito lleva a la autora a poner en un plano de comparación contextos históricos marcados por grandes diferencias, en especial respecto a los ámbitos de relación entre los actores enfocados: por un lado, la población indígena de Oaxaca de la década de 1870, en el marco del porfiriato; por otro, la de los cacicazgos indígenas independientes de las Pampas y Norpatagonia, que mantuvieron relaciones de frontera con los gobiernos de Argentina hasta la apropiación estatal de estos territorios a mediados de la siguiente década. La autora compara, de esta manera, panoramas notoriamente contrastantes, ya que mientras el contexto dado por la formación del estado mexicano conlleva la elaboración de políticas de educación y alfabetización dirigidas a homogeneizar a un conjunto de población conformada en gran proporción por indígenas, la construcción de la frontera con el indio en términos de “obstáculo” para la consolidación nacional (De Jong 2010) lleva al gobierno argentino a fortalecer objetivos bélicos que lejos están de contemplar formas pacíficas de integración y asimilación. Pese a estos notables contrastes, Pellegrino encuentra la posibilidad de analizar un espacio común, dado por la estrategia de gestión política indígena basada en el recurso a la escritura. Tanto en los espacios campesinos de Oaxaca, como en las relaciones fronterizas pampeanas, la escritura fue utilizada como una herramienta de comunicación y de negociación de demandas locales con esferas de poder alejadas de su participación directa. En particular, aunque también remiten a situaciones muy diversas, el papel jugado por los mediadores letrados merece especial atención: en las Pampas, éstos se restringen, aparentemente, al rol de escribanos de fórmulas discursivas controladas por los caciques, aunque queda pendiente una mayor investigación acerca de las implicancias relacionadas con el manejo de la traducción del mapuzungum al castellano; en el marco de las comunidades indígenas de Oaxaca, en cambio, a los maestros primarios puede reconocérseles un amplio rol de comunicadores, gestores y articuladores políticos.

			Al acercarnos a los procesos que llevaron a la concreción del orden estatal en estos espacios de frontera, y a diferencia de las experiencias analizadas previamente para otros países y regiones, vemos que las políticas estatales tocantes a los indígenas no se llevarán adelante en función de extender las consignas de “ciudadanización” y “nacionalización”. En estos ámbitos fronterizos de larga duración, los objetivos no se dirigen a individualizar e integrar políticamente a estas poblacio­nes sino a ocupar los territorios por ellos controlados. La eliminación de estas fronteras —consideradas “interiores” a las propias naciones— mediante la conquista militar y el sometimiento o la eliminación parcial de sus habitantes se propondrá como el camino de “nacionalización” de estas regiones. Sólo posteriormente, y una vez aplicadas estas medidas de sometimiento y arrinconamiento territorial, operarán dispositivos de “ciudadanización” del indígena. 

			Esto puede advertirse en los procesos paralelos realizados por los estados nacionales de Chile y Argentina, que iniciaron la  expansión de sus “fronteras interiores” con los territorios indígenas. La llamada “Pacificación de la Araucanía” y la “Conquista del Desierto” incorporaron a los territorios nacionales de ambos países los espacios independientes de la Araucanía y de la Patagonia, respectivamente. El capítulo de Jaime Flores Chávez explora de forma comparativa las prácticas de nacionalización del espacio y conformación de la ciudadanía ejercidas por las administraciones estatales con posterioridad a estas campañas militares, enfocado en especial en el espacio cordillerano de la actual provincia de Neuquén entre las décadas finales del siglo XIX y las primeras del XX. Era éste un espacio en el que la soberanía argentina debía construirse sobre una población que desde etapas previas era mayoritariamente chilena e indígena (mapuche). La erección de fronteras internacionales implicó un dificultoso proceso de ruptura de las lógicas coloniales que habían unificado los territorios de ambos lados de la cordillera, y que ahora se hallaban integrados a distintas entidades nacionales. 

			La masiva presencia de población mestiza y mapuche —construida como “chilena” desde la perspectiva de la administración estatal en los territorios neuquinos—, la integración económica al espacio mercantil del Pacífico, la proximidad territorial y la fluidez de los contactos entre el este y el oeste cordilleranos fueron establecidos como nuevos obstáculos para la consolidación de la soberanía argentina, en particular en el contexto del agravamiento de conflictos limítrofes entre ambas naciones hacia los últimos años del siglo XIX. Flores Chávez sitúa en este contexto, marcado por el dificultoso ejercicio del control territorial y económico por parte del Estado argentino —por medio de la extensión de vías de comunicación y medidas de control del comercio fronterizo—, el papel crucial desempeñado por las misiones y la institución escolar en la conversión religiosa y civil de una población multiétnica, móvil y en crecimiento, con adscripciones culturales y nacionales fluidas. El ejercicio comparativo le permite al autor destacar el papel de las misiones y escuelas como “dispositivos de transformación” —entre otros, como la creación de centros urbanos, caminos, vías férreas, líneas de navegación, el estímulo a la inmigración nacional y europea— en la construcción de territorios y sujetos nacionales. Su trabajo es relevante por la riqueza de fuentes y archivos consultados, ejercicio que demuestra la importancia de superar las fronteras de las archivísticas nacionales para la reconstrucción de procesos regionales que se enmarcan en espacios que no coinciden con los límites de las jurisdicciones estatales. Constituye, por otra parte, una puerta de entrada para la profundización de las dinámicas políticas de la población de los espacios cordilleranos de la Araucanía y la Norpatagonia en el cambio de siglo, etapa que si bien se inaugura con la extensión de la soberanía de los estados chileno y argentino, mantiene fuertes continuidades con la lógica regional existente durante la etapa previa de soberanía indígena. 

			Finalmente, el estudio de Núria Sala i Vila, no solamente cruza periodos, sino también fronteras en torno a lo que implicó la explotación del caucho en la selva sur del actual Perú, colindante con Brasil y Bolivia, lo que nos hace pensar en los paralelos con lo aconte­cido en Chiapas (México) en un periodo semejante y que ha llevado a la producción de una abundante historiografía, así como de novelas. A decir de la autora, el boom cauchero supuso un punto de quiebre en las seculares relaciones sociales y económicas. Aspectos que se ven analizados con base en las formas de trato de los empresarios con los distintos grupos étnicos, pero también de apropiación de mano de obra. Un aspecto central de este trabajo es el activismo de las instancias indigenistas y la política estatal que le permiten a Sala i Vila aproximarse a las estrategias de los distintos grupos étnicos frente al reto que supuso “una actividad extractiva altamente depredadora como fue la del caucho”. Con base en lo que se va desarrollando se nos presentan las estrategias de los distintos grupos étnicos del bosque tropical para acomodarse a la creciente presencia de población estable y a las nuevas pautas de poblamiento que se fueron imponiendo, ya fueran núcleos urbanos o asentamientos extractivos y comerciales dispersos.

			A MANERA DE CONSIDERACIONES FINALES

			El volumen que presentamos reúne los distintos y creativos modos con los que se respondió a la propuesta de comparar espacios sociales diversos (locales, regionales y nacionales, lo que implicó partir de perspectivas en diferentes escalas) con el signo de la actuación indígena en los procesos de conformación de estados y naciones decimonónicos. Todos ellos constituyen aportes significativos y originales que dan curso a una postura comparativa de temas, actores y procesos, aunque, por supuesto, no todos ellos han seguido estrategias similares. Así, algunos trabajos claramente han habilitado el esquema comparativo a partir de la puesta en paralelo de procesos que representan regiones, conjuntos nacionales o la contextualización del caso analizado en el marco de la producción académica que caracteriza otros procesos latinoamericanos (Escobar Ohmstede, Palomo, Rodríguez, Celestino de Almeida, Losada Moreira, Falcón), mientras otros hacen partir su análisis de la delimitación de un marco regional que abarca simultáneamente los márgenes, fronteras o la ausencia de jurisdicción de varios estados naciones (De Jong, Flores Chávez, Sala i Vila). Esta última estrategia nos lleva a reflexionar acerca de la “natural” consistencia que los marcos nacionales-estatales parecen presentar para estos ejercicios comparativos y a pensar que la opción de trascender estos marcos de comparación, no sólo debe tomarse cuando se analizan zonas de escaso alcance de la jurisdicción estatal, o donde la fuerza organizadora del Estado ha sido anticipada y reemplazada por las empresas extractivas de capitales internacionales (Sala i Vila).

			Como bien apunta Losada Moreira, la selección de los aspectos por analizar y comparar implica siempre un grado de abstracción y simplificación de los contextos histórico-sociales; nosotros podemos agregar que, si bien los escenarios pueden partir desde configuraciones nacionales o regionales, la perspectiva nacional no es en sí necesaria cuando el tema requiere análisis de casos y configuraciones locales cuya articulación analítica busque reflejar el acontecer de un espacio social. No obstante esta limitación, el potencial interpretativo de la comparación —tal como señala esta autora en su contribución— reside en el eye-opening effect (Kocka 2003), es decir, en la virtud mutuamente iluminadora que el cotejo de dos procesos brinda al análisis historiográfico, haciendo visibles aspectos que por razones de fuentes o perspectivas ideológicas tienden a permanecer poco visibles o ignorados. La particularidad de los procesos en diversos países y regiones obliga desde un principio a tomar distancia respecto de las grandes definiciones y los límites entre periodos. En todo caso, se ad­vierte en los autores de estos capítulos un manejo consciente y cauto de la comparación en cuanto a sus posibilidades de generalización.

			Muchos de estos trabajos constituyen estudios que intentan ser disparadores de preguntas y que no pretenden construir una respuesta o un panorama acabado; sino que, por el contrario, ponen el acento en la heterogeneidad de situaciones y la distancia que ellas representan respecto a una descripción del proceso general. Los estudios comparativos no deben forzar los datos ni los espacios sociales, localidades, regiones, espacios sociales o entidades político-administrativas construidas históricamente; por el contrario, se deberían tomar las dificultades relacionadas con la delimitación de las entidades —que implican sus propios archivos y sus espacios político-administrativos, acontecimientos o procesos por comparar—, como una instancia de reflexión acerca de los distintos marcos temporales, espaciales e institucionales involucrados en la conformación de las regiones, los estados y naciones en América Latina.

			Uno de los puntos centrales que se deben considerar en una publicación de este tipo, obviamente, se relaciona con la interrogante acerca de las continuidades y discontinuidades que imprimen las independencias al lugar del indígena en el marco de la formación de los estados nacionales en las Américas hispana y portuguesa. Constituye éste, un tema complejo y que requiere diversas respuestas, desde el momento en que las políticas que responden al nuevo ideario liberal adquieren diferentes ritmos y formas heterogéneas aun en el marco de un mismo Estado. En este sentido, y siguiendo a Celestino de Almeida, debe destacarse que las políticas indigenistas de los nuevos estados independientes no iniciaron la perspectiva asimilacionista con que acostumbramos a caracterizarlos. La tendencia dirigida a eliminar las diferencias jurídicas entre indios y no indios ya se había anticipado en las Américas española y portuguesa desde la etapa colonial y se reafirmó en los periodos imperial y republicano con el proyecto de transformar a los indios en ciudadanos, como también lo destaca Escobar Ohmstede en su capítulo.

			A su vez, la puesta en comparación de los procesos de conformación de naciones en diversos espacios regionales de América Latina nos indica que las prácticas e ideologías estatales centradas en el paradigma de la propiedad privada y de formas de organización y representación comunitaria no fue, obviamente, la única orientación seguida por las políticas hacia el indígena. La ciudadanización y la nacionalización de estas poblaciones, con la consecuente afectación de sus derechos comunitarios, constituyó una entre otras prácticas que respondían a una clasificación de los indígenas según su grado de “civilización”. Así lo demuestra Losada Moreira para el caso de Brasil, donde la ciudadanización constituyó una medida destinada a los indios “civilizados”, que en realidad ya no eran considerados indios, práctica que guardó diferencias respecto a las políticas de formación de aldeas destinadas a los indios “bravos” o aún no “resocializados”. La Argentina, México, Chile, el Perú y Bolivia de la segunda mitad del siglo XIX también son ejemplo de la construcción de múltiples fronteras culturales asociadas a variadas prácticas políticas, con fuerte efecto en el vínculo de las poblaciones indígenas con la tierra. Así, mientras en gran parte de las entidades y provincias donde se había establecido la dominación colonial se aplicaba el ideario liberal y se desenvolvían procesos de desamortización de tierras comunales e individualización de la propiedad en manos indígenas, este ideario no se extendía hacia los “indios amigos” —tribus que habían prestado por décadas servicios militares en la defensa de la frontera sur con Pampa y Patagonia— ni tampoco a los “indios de tierra adentro” o indios soberanos, vinculados históricamente por tratados diplomáticos con los gobiernos nacionales. Mientras que a los “indios amigos” les fueron concedidas tierras en términos comunales, a partir de una legislación que impedía de forma expresa la subdivisión y la venta de éstas, en la década siguiente se concretó el avance de fronteras y la ocu­pación militar de los territorios indígenas soberanos, con prácticas de represión, arrinconamiento y desmembramiento de grupos que sólo excepcionalmente dieron lugar a la asignación de tierras conforme fórmulas de propiedad individual o colectiva (De Jong 2013).

			Este reconocimiento de la variedad de políticas simultáneas en una misma formación nacional plantea otra dimensión de comparación entre procesos nacionales o regionales de diverso carácter, en los que la generalización es más o menos factible. Sin embargo, las posibilidades interpretativas se incrementan justamente cuando se apunta a no generalizar, ni siquiera en aquellos actores que presentan mayor unidad aparente en la conducción del proceso, como el propio Estado. Éste no implicó un único modelo ni representó siempre fuerzas homogéneas. Su presencia efectiva dependió en gran medida de eslabones locales, como los “jefes políticos” analizados por Romana Falcón, que según las circunstancias mediatizaron y adecuaron los ritmos de las transformaciones en función de sus intereses y de las resistencias y presiones involucradas en las redes sociales de poder que ellos mismos construían en los espacios locales. Por ello mismo, y aunque en muchos casos se hace alusión al carácter “orquestado desde arriba” e “impuesto” de muchos de los cambios propugnados sobre el trabajo y las tierras indígenas durante el siglo XIX, estos procesos no pueden describirse unidireccionalmente, como bien se muestra en los trabajos de Palomo y de Sala i Vila. De hacerlo se estaría desconociendo la correlación de fuerzas que, sin duda desde posiciones de gran asimetría y en formas más opacas que aparentes, se expresaron en la resistencia y la capacidad de negociación de las poblaciones subalternas, considerando no sólo a quienes se llegaron a definir como indígenas (nómadas, seminómadas o sedentarios), sino también a los afrodescendientes que ocuparon territorios en México, Colombia, Guatemala, Chile y Perú, entre otros.

			La visión de los indígenas, de la resignificación, así como la apropiación de las categorías y los instrumentos jurídicos de esta nueva etapa son aspectos que se distinguen por muchos de los trabajos de este volumen. Esta perspectiva se advierte en la renovación de estrategias indígenas con los intentos de mantener, o no, una identidad diferenciada (Escobar Ohmstede), en continuidad con las etapas coloniales (Celestino de Almeida), de insistir en formas de representación colectivas en el aparato judicial (Palomo), que resultaban contradictorias con los principios de individualización jurídica y económica que se propugnaban (Falcón), en los ensayos de nuevas formas de representación, como los apoderados (Rodríguez), o en los intentos de conciliar las libertades ofrecidas por el liberalismo con el mantenimiento del tutelaje y los privilegios garantizados a los indios por la monarquía española (Losada Moreira, Falcón).

			Es verdad que, como señala Falcón y han sostenido últimamente los historiadores y antropólogos latinoamericanistas, los archivos son opacos para comprender la perspectiva de la resistencia por el carácter informal, oculto o disimulado con que fueron diseñados y desarrolla­dos. Pero debe considerárseles un elemento constante del engranaje histórico, a cuyas contradicciones puede accederse por medio de la par­ticular escala que proporcionan los funcionarios que, como los caciques, los apoderados o jefes políticos, entre otros intermediarios sociales, po­líticos, culturales o económicos, estuvieron en el lugar del roce, el cho­que y la negociación cotidiana con diferentes estratos sociales.

			Pese a las resistencias y los procesos de imposición y a que los cambios en las categorías jurídicas de una etapa a otra no fueron claras ni homogéneas, el rápido curso que las ideas liberales toman en las primeras décadas del siglo XIX no puede explicarse sin contar con la perspectiva y los intereses con que los propios indígenas participaron de estos cambios y se situaron en los modelos políticos impulsados por los gobiernos independientes.

			La historia de los indígenas en el siglo XIX no terminó ni ha terminado. Muchas de las luchas se dan por medio de la palabra y es a través de ésta, que en las últimas décadas del siglo XX, con base en las denominadas reformas del Estado, muchos intelectuales, gobernantes y movimientos sociales responsabilizaron al liberalismo económico, y en ocasiones al social y al proceso político decimonónico, de los fraca­sos económicos de la América Latina contemporánea, y que ha llevado a una serie de complejos problemas sociales y políticos, sin descar­tar los económicos. Ahora se plantean “nuevas” perspectivas en torno a lo indígena; sin duda, la historia puede aportar mucho a la ecología política, a la ecología cultural, a la des-colonialidad, así como a los análisis del desarrollo sustentable.

			Finalmente, queremos agradecer a los proyectos: La desamortización civil en México en los siglos XIX y XX. Efectos y consecuencias para los ayuntamientos y pueblos indígenas, 1856-1936 (clave 129 016) (Conacyt-CIESAS-El Colegio de México-El Colegio de Michoacán); La frontera como espacio social: actores e identidades políticas durante la “organización nacional” (Pampa y Patagonia, 1850-1880) (UBACyT F046, Universidad de Buenos Aires); Políticas indígenas y estatales en los espacios de frontera del extremo sur americano: Chaco, Pampa, Patagonia y la Banda Oriental (siglos XVIII y XIX) (PICT Bicentenario 2010/1430 Agencia Nacional de Promoción Científica y Técnica, Argentina), en los que se originaron muchas de las preguntas y posibles respuestas que rondan en este libro. También, y especialmente, al CIESAS, el Conacyt, El Colegio de Michoacán y El Colegio de México, que no solamente apoyaron la participación de algunos de sus investigadores en este volumen, sino también su publicación por medio de los convenios establecidos para tal fin, tanto para las primeras correcciones de los trabajos, como para la edición final del libro.

			Buenos Aires/Ciudad de México, mayo de 2014
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			NOTAS AL PIE

			
				
					[1] Este diálogo está sustentado en Meyer 2007: 19-40.

				

				
					[2] No es el primer momento en que se habla de una “unidad”. Habrá que recordar la idea de que América como tal, como una “patria”, era una construcción del siglo XVIII, asociada a la introducción de las ideas reformistas tendientes a la racionalización y la uniformización del sistema de dominio español en América. Mucho más arraigada en la idea de unidad, estaba el de patria en los siglos XVI y XVII, con lo que se marcaban dos espacios restringidos: el pueblo o ciudad de origen; y la provincia o reino en que se había nacido.
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